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RESUMEN  
 
El presente trabajo tiene como objeto desarrollar un análisis entre los derechos 
fundamentales de las comunidades indígenas y los derechos de los menores  en 
Colombia y a su vez resaltar el alcance de su aplicación teniendo en cuenta el 
beneficiario del derecho y el lugar donde pretende aplicarse, partiendo de la 
sentencia T-927 de 2013 de la Corte Constitucional Colombiana, la cual estableció la 
existencia de unos parámetros en la aplicación de los derechos fundamentales a la 
hora de estar involucradas comunidades indígenas, las cuales tienen el derecho a 
regirse por sus propia cultura y costumbres, siempre y cuando respeten los 
preceptos constitucionales y su actuar se considere correcto para cada caso en 
concreto. 
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ABSTRACT: 
 
This work aims to develop an analysis of the fundamental rights of indigenous 
communities and the rights of children in Colombia and in turn highlight the scope of 
its application, taking into account the beneficiary of the right and the place where you 
intend to apply, starting from T -927 Case 2013 of the Colombian Constitutional Court 
, which established the existence of parameters in the application of fundamental at 
the time of being involved indigenous rights, which have the right to be governed by 
their own culture and customs, provided they respect constitutional principles and 
their act is considered appropriate for each specific case . 
 
Key Words:  
 
Fundamental Rights, Indigenous Jurisdiction, Limits, Constitutionality Block, Child 
Rights. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3 
 
Introducción 
 
Colombia se ha caracterizado por tener una sociedad diversa, multiétnica y 
pluricultural, ejemplo de ello es la existencia de diferentes grupos sociales 
reconocidos como tales dentro del sistema jurídico por medio de la Constitución 
Política de Colombia, la cual estableció en su artículo 7º: “El Estado reconoce y 
protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana” (Constitución 
Política, 1991). En fundamento de este principio constitucional, se distingue una serie 
de prerrogativas y derechos constitucionales en favor de las minorías étnicas, 
especialmente de las comunidades indígenas reconociéndoles a su vez el derecho a 
que se organicen política y socialmente de acuerdo a sus ideales culturales, de esto 
es evidencia la jurisdicción especial indígena que se encuentra presente en el 
Artículo 246 de la Constitución Política: 
 
“Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales 
dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y 
procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la 
República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial 
con el sistema judicial nacional” (Constitución Política, 1991) 
Lo anterior es una fiel muestra al reconocimiento, respeto y aprobación hacia las 
diversas formas de administración social y jurídica por parte de dichas comunidades, 
lo que implica la existencia de una zona intangible donde la justicia ordinaria y el 
ordenamiento normativo de la sociedad no tienen la misma interpretación.  
Con base en lo anterior, el presente artículo de investigación analiza si los derechos 
de las comunidades indígenas, en especial énfasis a la autonomía que éstas 
comunidades poseen de regirse conforme a sus usos y costumbres, prevalece sobre 
los derechos de los menores. Cabe resaltar que para el desarrollo del objetivo del 
artículo, se parte de un pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre el tema 
recogido en la Sentencia T-921 de 2013 como base para el desarrollo del mismo. 
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1. ASPECTOS RELEVANTES DE LA SENTENCIA T-921/2013 
 
Para dar inicio al presente trabajo, es pertinente brindar al lector una 
contextualización de la situación en concreto con el fin de que ciertos conceptos y 
escenarios que se expondrán en capítulos posteriores sean comprendidos con mayor 
facilidad.  
 
La sentencia T-921 del año 2013 radica inicialmente en un conflicto de jurisdicciones 
entre la jurisdicción ordinaria y la indígena, a razón de la revisión de una acción de 
tutela por parte de la Corte Constitucional interpuesta por el señor “Cesar” indígena 
perteneciente a la comunidad Embera-Chamí que cursó primer semestre en 
comunicación social en la Universidad de Caldas, el cual fue procesado por la 
jurisdicción ordinaria bajo el delito de acceso carnal abusivo agravado con menor de 
14 años. El señor César, interpuso dicha acción de tutela, toda vez que organismos 
como la Fiscalía General de la Nación, El Consejo Superior de la Judicatura y los 
jueces encargados de su proceso, desconocieron su calidad de indígena en todas las 
etapas procesales y decidieron imputarle un delito que, bajo la cosmovisión de su 
comunidad indígena, no es una conducta punible.  
 
Los hechos se desarrollan en el Resguardo Indígena San Lorenzo jurisdicción del 
municipio de Riosucio – Caldas, de donde es oriundo el señor César y así mismo su 
novia, la señorita Catalina, la cual es considerada por la fiscalía como la víctima del 
acceso carnal abusivo. César y su novia Catalina llevaban una relación de noviazgo 
y como consecuencia de esta, la menor resultó en estado de embarazo a la edad de 
13 años. Inicialmente Catalina, comenzó sus controles prenatales en el centro de 
salud del Resguardo San Lorenzo y debido a su edad, la paciente fue remitida a la 
dependencia de trabajo social del Hospital San Juan de Dios de Riosucio – Caldas, a 
la cual debió desplazarse para someterse a exámenes especializados.  
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Después de la valoración de la trabajadora social, el Hospital puso en conocimiento 
los hechos al Cuerpo Técnico de Investigación (CTI) de la Fiscalía, Sección de 
Análisis Criminal y mediante auto Au- 212-12, la Fiscalía Segunda Seccional de 
Riosucio-Caldas inició la investigación pertinente por el delito de acceso carnal 
abusivo agravado con menor de 14 años. Posteriormente, Catalina fue entrevistada 
por los investigadores de la Fiscalía, a quienes mencionó que sostenía una relación 
de pareja de hace más de un año con Cesar, que contaba con la aprobación de sus 
padres, además que era consciente de su estado de embarazo y que nunca fue 
forzada a tener relaciones sexuales, ya que siempre tuvo consentimiento de esto.  
 
El día 4 de junio de 2012, el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Riosucio-
Caldas, expidió una orden de captura contra Cesar e inmediatamente el mismo día el 
CTI lo capturó en el interior del resguardo Indígena San Lorenzo. El día 5 de junio de 
2012, se realizaron las audiencias preliminares ante el juez de control de garantías 
de Riosucio, adelantándose las audiencias de legalización de captura, imputación de 
cargos y medida de aseguramiento en establecimiento carcelario.  
 
El señor César afirma por medio de su apoderada que desde la solicitud de la 
captura se desconoció la jurisdicción de las autoridades indígenas, especialmente las 
del resguardo San Lorenzo, pues en ningún momento hubo consulta por parte de la 
jurisdicción ordinaria sobre la procedencia o pertinencia de la captura, además 
cuando se llevó a cabo la audiencia de control de garantías Cesar no contó con la 
suficiente defensa técnica que le permitiera exigir y garantizar la protección de sus 
derechos como miembro de una comunidad indígena y que de haberse hecho un 
examen más detallado del caso la competencia hubiera sido para la jurisdicción 
indígena. En conclusión, en ninguna de las primeras audiencias se tuvo en 
consideración por parte de las autoridades correspondientes la condición de indígena 
del acusado, lo que llevo a la intervención del gobernador de su resguardo,  
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“2.16. Debido a las anteriores irregularidades el señor Leonardo Gañán 
Gañán, Gobernador del Resguardo Indígena de San Lorenzo tuvo 
conocimiento del caso y solicitó a través de un escrito presentado al Juzgado 
Segundo Promiscuo Municipal de Riosucio con funciones de control de 
garantías el cambio de jurisdicción, esto es, pasar de la jurisdicción ordinaria a 
la indígena.” (Corte Constitucional Colombiana. Sentencia T-921 de 2013). 
 
Posteriormente, el 9 de julio de 2012, el juez de control de garantías, resolvió la 
solicitud presentada por el Gobernador del resguardo, argumentando que no habían 
méritos para decretar un cambio de Jurisdicción y que el conflicto debería ser 
enviado a su superior para dirimir el asunto, teniendo en cuenta lo anterior, el caso 
fue remitido al Consejo Superior de la Judicatura y dicha entidad mediante 
providencia del 31 de julio de 2012 argumentó lo siguiente: 
  
“2.18. adscribir el conocimiento del caso a la jurisdicción ordinaria por los 
siguientes motivos: (a) la prevalencia del interés del menor sobre el 
reconocimiento de fueros especiales, (b) teniendo en cuenta el grado de 
culturización y el nivel académico del imputado no es posible aseverar su 
arraigo y obediencia ciega a los usos y costumbres que rigen las comunidades 
indígenas sin que por ello se haya dejado de pertenecer a las mismas; (c) la 
víctima es menor de 13 años y el victimario tiene 26 años y grado universitario 
y que las relaciones sexuales no serían consentidas.  
 
2.19. Por lo anterior, el accionante señala que la decisión de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la  Judicatura vulnera lo 
señalado en el Convenio 169 de 1989 de  la OIT, en los artículos 10, 63, 70, 
71, 171, 176, 246, 286, 287 y 33 de la Constitución Política y en la sentencia 
T-002 de  2012 de la Corte Constitucional al no reconocer la procedencia de la 
jurisdicción indígena en un caso en el cual se encuentra  demostrado que los 
sujetos activo y pasivo son indígenas, que  se presentó en el resguardo 
indígena y que no tuvo efectos fuera de la comunidad indígena.” (Corte 
Constitucional Colombiana. Sentencia T-921 de 2013) 
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Finalmente el señor César interpuso acción de Tutela en contra del Consejo Superior 
de la Judicatura Sala Disciplinaria, la Fiscalía Segunda Seccional de Riosucio-Caldas 
y el Juzgado Segundo penal del Circuito de Riosucio-Caldas. Las tres entidades se 
pronunciaron al respecto y todas estuvieron en contra de la acción y de los 
argumentos expuestos por el señor César, argumentando que no existió vulneración 
de los derechos fundamentales y que a su vez el juez de tutela no puede desconocer 
la condición de minoría de edad de la víctima y la protección especial otorgada por la 
constitución a este tipo de población, incluso si es indígena, ya que también deben 
regirse a la constitución que obliga a la mayoría, como lo expuso el Consejo Superior 
de la Judicatura.  
Frente a dicha situación se pronunció el Consejo Seccional de la Judicatura de 
Bogotá el 25 de enero de 2013, declarando improcedente la acción de tutela 
presentada por el ciudadano César y argumentó las siguientes razones.  
 
“5.1.1. Señaló que la Corte Constitucional ha fijado unos lineamientos para la 
procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales dentro de 
los cuales se exige el requisito de inmediatez, es decir, que la acción de tutela 
haya sido instaurada de manera oportuna. 
 5.1.2. Manifiesta que el amparo solicitado no fue formulado dentro de un 
término razonablemente oportuno, pues la determinación accionada fue 
proferida el 1º de agosto de 2011 y la parte actora solamente propuso la 
acción constitucional el 14 de enero de 2012, es decir, un poco más de 5 
meses después de la existencia del acto, desdibujando con ello el principio de 
inmediatez. 
 5.1.3. Expresa que la apoderada del accionante ni siquiera explicó las 
razones por las cuales esperó tanto tiempo para formular la acción de tutela, 
sin manifestar por qué era posible desatender el paso tan amplio del tiempo 
para conocerla. 
5.1.4. Manifiesta que esta situación desvirtúa la agilidad, celeridad y prontitud 
de que está imbuída la acción en la guarda de los derechos constitucionales 
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de quien la ejerce y que riñe absolutamente con la posibilidad de desatar de 
fondo el mismo, dado que el principio de inmediatez constituye un requisito de 
procedibilidad de la acción.” (Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-
921 de 2013) 
 
La actuación procesal continuó, ya que la apoderada del señor César impugno la 
decisión del Consejo Seccional de la Judicatura, argumentando principalmente que la 
defensa brindada al ciudadano no fue la más expedita al momento de ser procesado, 
además que la demora en la presentación de la acción de tutela fue debido a que 
asumió la defensa del señor César solo hasta el 30 de octubre de 2012 y que dicho 
retardo no significa que no existiera la violación o vulneración de sus derechos.  
De igual forma, se mantuvo firme en que existe jurisprudencia relacionada como por 
ejemplo la sentencia T-002 de 2012, la cual se versa sobre hechos similares y que 
debido a esto la jurisdicción indígena es la que debería conocer del caso. 
Posteriormente el 9 de mayo de 2013, el Consejo Superior de la Judicatura se 
pronunció en segunda instancia revocando los motivos dictados por la primera 
instancia, pero de igual forma negando el amparo de la tutela por razones como: 
 
“5.3.2. En segundo lugar se afirma que para resolver el conflicto de 
jurisdicciones, la Sala hizo prevalecer la especial protección de los derechos 
de los menores teniendo en cuenta el estado de debilidad de la víctima del 
acceso carnal abusivo, así como también, los tratados y convenios 
internacionales que contienen la obligación del Estado de brindar una especial 
protección al menor. En este sentido, se señaló que no se dejaron de aplicar 
las normas constitucionales citadas relacionadas con el marco pluriétnico y 
cultural de las comunidades indígenas. 
5.3.3. Señala que tampoco se encuentra que la superioridad de la prevalencia 
del interés superior del menor regulado en el artículo 44 de la Constitución 
como uno de los argumentos que tuvo la Sala para definir el conflicto haya 
desconocido el Convenio 169 de 1989 de la OIT o lo dispuesto por la Corte 
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Constitucional en la sentencia T-002 de 2012, máxime cuando el tutelante no 
hace ningún esfuerzo por mostrar expresamente las razones por las cuales 
resultan omitidos.” (Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-921 de 
2013) 
 
A continuación de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución 
Política y 33 del Decreto 2591, la sala Número Seis de la Corte Constitucional 
escogió, para efectos de su revisión la presente acción de tutela interpuesta por el 
señor César y el 2 de septiembre de 2013 profirió auto para decretar pruebas y 
vincular a personas que pudieran tener interés en el proceso. 
Se le comunicó la situación del proceso al señor Leonardo Gañán Gañán, 
Gobernador del Resguardo Indígena San Lorenzo, con el fin de que se pronunciara 
al respecto y expresara lo que considerara pertinente, así mismo se invitó a la 
Organización Nacional Indígena (ONIC) y al Centro de Estudios de Derecho, Justicia 
y Sociedad – De justicia para que, si lo consideran pertinente, emitan su opinión 
sobre la demanda de la referencia. De igual manera se le solicitó a la Universidad 
Libre de Pereira, a la Universidad de los Andes, a la Universidad Nacional, a la 
Universidad Sergio Arboleda, a la Universidad del Sinú, a la Universidad Javeriana y 
a la Universidad del Rosario, para que en un término de cinco (5) días después del 
conocimiento de esta providencia, a través de sus observatorios o grupos de 
investigación, si lo consideran pertinente, emitan su opinión sobre la demanda de la 
referencia y respondieran preguntas establecidas por la Corte. Finalmente otras 
entidades que fueron llamadas por la corporación fueron el Ministerio del Interior y de 
Justicia, la Dirección de Etnias, la Procuraduría General de la Nación y a la 
Defensoría del Pueblo. 
Dichas personas y entidades se pronunciaron tal como se les fue solicitado por la 
Corte Constitucional, algunos estuvieron de acuerdo en que la jurisdicción indígena 
era la indicada para llevar el caso, mientras que otros se opusieron y estaban 
convencidos de que la jurisdicción ordinaria debía continuar con su actuación, los 
argumentos expuestos se basaban principalmente en la supremacía de los derechos 
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del menor frente a cualquier situación, su regulación tanto nacional como 
internacional y la obligación de la justicia Colombiana de garantizarle a los menores 
su integridad, honra y salud sexual, física y mental, sin importar si es un menor 
indígena o no; mientras los que defendían la jurisdicción indígena como competente 
para tramitar el caso, argumentaban que las comunidades indígenas en Colombia 
son protegidas expresamente por la constitución política, que sus costumbres y su 
cosmovisión debe ser respetada dentro de sus tradiciones y autodeterminación y que 
el hecho de no darle la posibilidad a dicha jurisdicción de juzgar a uno de sus 
miembros era una manifestación clara que insinuaba la imposibilidad por parte de los 
indígenas de cuidar a sus menores, situación que no debía pasar.  
Un ejemplo claro de lo anterior, fue la intervención realizada por la Universidad Libre 
– Seccional Pereira, la cual expreso los siguientes argumentos: 
“La Universidad Libre de Pereira recomendó a la Corte Constitucional que 
acceda a la protección de los derechos conculcados a favor del accionante, 
por los siguientes motivos: 
6.7.1. Manifiesta que frente al conflicto entre la protección de derechos 
fundamentales de orden superior y la autonomía de las autoridades indígenas 
es importante resaltar la orientación teleológica de la Constitución que resalta 
valores pluralistas y protege de manera especial a las comunidades indígenas. 
6.7.2. Señala que al interior de la comunidad indígena se reconoce que a partir 
del momento en el cual una niña comienza a desarrollarse biológicamente 
desde su pubertad se considera como una mujer adulta con capacidad para 
procrear e iniciar una vida de pareja para conformar una familia. En este 
sentido, señala que es común, aceptado y propio de la comunidad Embera - 
Chamí que una menor de 13 años inicie su vida sexual activa, lo cual es 
permitido y consentido tanto por la comunidad como también por los 
involucrados. 
“6.7.3. Recuerda que las sentencias T-009 de 2007, T-001 de 2012, T–254 de 
1994, T–349 de 1996, T-728 de 2000 y T-617 de 2010 han reconocido la 
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importancia de la autonomía de los pueblos indígenas y del fuero indígena 
dentro de la Constitución. 
 6.7.4. Expresa que el juzgamiento de conductas acaecidas en el ámbito de la 
jurisdicción indígena debe ser conocido por las autoridades a las cuales 
pertenezcan los investigados, excluyendo la competencia de la jurisdicción 
ordinaria en virtud del principio de pluralidad, igualdad y respeto al 
reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la Nación. 
6.7.6. Considera que si bien el principio de protección reforzada de los 
menores de edad se aplica también a las comunidades indígenas, éste tiene 
una particularidad especial respecto de la tradición propia de cada pueblo 
indígena de acuerdo con su cosmovisión del mundo y su vida social. 
6.7.13. Concluye que el caso se refiere a un evidente choque de jurisdicciones 
que debe ser resuelto a favor del fuero indígena que ampara a la pareja, 
afirmando que la relación se dio de manera consentida, informada y conocida 
no sólo por la familia de cada uno de los integrantes de la pareja, sino también 
por los miembros de la comunidad, al interior de su territorio y bajo el 
consentimiento propio de sus usos y costumbres ancestrales, para lo cual cita 
la sentencia del 1º de abril de 2009 de la Corte Suprema de Justicia.” (Corte 
Constitucional colombiana. Sentencia T-921 de 2013) 
 
La Corte Constitucional al analizar todas las tesis expuestas por los involucrados y 
así mismo exponer sus argumentos correspondientes, decide darle la competencia a 
la jurisdicción indígena por encima de la ordinaria, mencionando que al hacer esto no 
se le vulneran los derechos al menor, ya que las comunidades indígenas también 
tienen la autoridad, capacidad y competencia para cuidar de los niños, dentro de sus 
costumbres y cosmovisión, lo cual debe ser respetado y garantizado por el Estado 
Colombiano, de igual manera dicha decisión manifiesta que la jurisdicción indígena 
en todo momento deberá velar por la protección de los derechos humanos 
fundamentales del menor desde el punto de vista constitucional y jurídico, además de 
lo anterior, al señor César se le debe garantizar su fuero indígena, ya que cumple 
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con todos los requisitos establecidos para ser cobijado por este, con el fin además de 
que esta sea una muestra de la protección de las comunidades indígenas y la 
manera de evitar su desculturización dentro de las cárceles colombianas, las cuales 
son completamente diferentes conforme a las tradiciones del pueblo indígena.  
En este orden de ideas, la Corte Constitucional resolvió: 
 
“SEGUNDO.- REVOCAR los fallos de tutela proferidos el veinticinco (25) de 
enero de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de 
la Judicatura de Bogotá y el nueve (9) de mayo de 2013 por la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y en su lugar 
CONCEDER la acción de tutela presentada por el señor “Cesar”.  
TERCERO.- DEJAR SIN EFECTOS la decisión del Consejo Superior de la 
Judicatura, del 31 de julio de 2012 a través de la cual se resolvió el conflicto 
de competencias asignándolo a la jurisdicción ordinaria y, en consecuencia, 
ORDENAR que en el término de cuarenta y ocho (48) horas desde la 
notificación de esta providencia se remita el caso a las autoridades 
tradicionales del Resguardo Indígena de San Lorenzo de la etnia Embera - 
Chamí, para que asuman competencia sobre el proceso en el cual se investiga 
al señor “Cesar” por haber cometido presuntamente el delito de acceso carnal 
abusivo en contra de la menor “Catalina”. 
CUARTO.- ORDENAR al Resguardo Indígena de San Lorenzo de la etnia 
Embera - Chamí que en el proceso tenga en cuenta los criterios de protección 
del interés superior de la menor “Catalina” señalados en el numeral 8.3.3 de 
esta providencia.  
 QUINTO.- ORDENAR que en el término de cuarenta y ocho (48) horas 
contados desde la notificación de esta providencia el Juzgado Penal de 
Riosucio coloque al señor “Cesar” a disposición de las autoridades del 
Resguardo Indígena de San Lorenzo para que éstas definan su situación 
jurídica. 
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 SEXTO.- ORDENAR a la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de 
la Nación que hagan un seguimiento del cumplimiento de la presente 
sentencia.” (Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-921 de 2013) 
 
2. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD DE LOS DERECHOS DEL MENOR 
 
"No hay causa que merezca más alta prioridad que la protección y el 
desarrollo del niño, de quien dependen la supervivencia, la estabilidad y el 
progreso de todas las naciones y, de hecho, de la civilización humana.” 
(Cumbre Mundial a favor de la Infancia, 1990.) 
 
Para comenzar es pertinente brindar una definición de bloque de constitucionalidad, 
ya que es el concepto sobre el cual se desarrollaran los derechos mencionados en 
este capítulo y en el siguiente.  
 
“El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, 
sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son 
utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas 
vías y por mandato de la propia Constitución” (Arango Olaya, s.f) 
 
En el caso de los menores, existe una especial protección, es por eso que hay gran 
cantidad de normatividad tanto a nivel nacional como internacional que regulan y 
protegen sus derechos fundamentales. En el ámbito global, los niños han generado 
una creciente preocupación por parte de la comunidad internacional, lo cual ha 
logrado que se creen, reconozcan y consoliden mecanismos de protección para 
garantizar el goce efectivo de sus derechos. 
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El reconocimiento de los derechos del menor se constata por primera vez en la 
Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño, en donde la Sociedad 
de Naciones proclama la existencia de derechos específicos para los niños y las 
niñas, su protección especial y la responsabilidad de los adultos hacia ellos.  
Posteriormente en 1959 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba la 
Declaración de los Derechos del Niño, ya que la antigua declaración de ginebra se 
tornaba inaplicable para los estados y era un documento meramente enunciativo más 
no vinculante, por esto, luego de la segunda guerra mundial, surgió la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU) y luego de la aprobación de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos en el año de 1948, se dio un especial énfasis en todo lo 
relacionado con estos derechos, incluyendo los de los menores, por eso se quiso 
desarrollar esta Declaración de los Derechos del Niño en donde  se reconocen 
derechos contra la discriminación, el derecho a un nombre y a una nacionalidad, 
además consagro los derechos de los niños a la educación, la atención de la salud y 
a contar con una protección especial. 
La Declaración de los Derechos del Niño establece 10 principios: 
 
“1. El derecho a la igualdad, sin distinción de raza, religión o nacionalidad. 
2. El derecho a tener una protección especial para el desarrollo físico, mental y 
social del niño. 
3. El derecho a un nombre y a una nacionalidad desde su nacimiento. 
4. El derecho a una alimentación, vivienda y atención médicos adecuados. 
5. El derecho a una educación y a un tratamiento especial para aquellos niños 
que sufren alguna discapacidad mental o física. 
6. El derecho a la comprensión y al amor de los padres y de la sociedad. 
7. El derecho a actividades recreativas y a una educación gratuita. 
8. El derecho a estar entre los primeros en recibir ayuda en cualquier 
circunstancia. 
9. El derecho a la protección contra cualquier forma de abandono, crueldad y 
explotación. 
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10. El derecho a ser criado con un espíritu de comprensión, tolerancia, 
amistad entre los pueblos y hermandad universal.” (Declaración de los 
Derechos del Niño 1959, s.f) 
 
Por otro lado, en el año de 1966 se encuentra el Pacto internacional de los Derechos 
Civiles y Políticos, el cual con relación a los menores, estableció en el artículo 24 
que: 
 
“1.Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o 
nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, 
tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 
2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá 
tener un nombre. 
3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.” (Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos, 1966.) 
 
Incluyendo otro tratado del cual hace parte el Estado Colombiano, el cual es el Pacto 
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se estableció en el 
numeral 3 del artículo 10 que: 
 
 
“Art10, 3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en 
favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón 
de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y 
adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 
Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales 
quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil.” (Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. 1966) 
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Finalmente el 20 de noviembre de 1989 la Asamblea General de las Naciones 
Unidas adopta la Convención sobre los Derechos del Niño la cual fue aprobada por 
Colombia a través de la ley 12 de 1991. Esta es utilizada para proteger y promover 
los derechos de los niños los cuales no han alcanzado un desarrollo mental y físico y 
por ello requieren de una protección especial, en esta convención se reconoce a los 
niños como sujetos de derechos y a los adultos como sujetos de responsabilidades 
en relación a la protección de los menores, igualmente se estableció en su artículo 1 
que “se entiende por niño a todo ser humano menor de 18 años” (Convención sobre 
los Derechos del Niño. 1989) los cuales tienen todas las facultades y privilegios 
establecidos en tratados y normas constitucionales. 
 
Como se ha podido observar en los párrafos anteriores, existen una grosa 
normatividad respecto a los derechos de los niños y a su vez entidades 
internacionales que se encargan de garantizar y proteger estos derechos, por otro 
lado es de igual forma posible centrarse a nivel nacional, ya que él gobierno 
colombiano, reconoció en la constitución política de 1991 los derechos 
fundamentales propios de los niños, niñas y adolescentes, como por ejemplo el 
artículo 44 de la carta, el cual le brinda una especial protección e importancia al 
mencionar que “los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demás” (Constitución Política, 1991).  
 
De otra parte es igualmente importante mencionar la ley 1098 de 2006, por medio de 
la cual se expide el código de infancia y adolescencia y que si bien no hace parte del 
Bloque de Constitucionalidad, es una ley nacional muy importante a la hora de 
orientar, garantizar y promover los derechos fundamentales de los menores, tal como 
lo expone su artículo primero:  
 
“ARTÍCULO 1o. FINALIDAD. Este código tiene por finalidad garantizar a los 
niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para 
que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de 
felicidad, amor y comprensión. Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y 
la dignidad humana, sin discriminación alguna” (Ley 1098, 2006.) 
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3. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD DE LOS DERECHOS DE LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS Y GRUPOS ÉTNICOS. 
 
 
Los pueblos indígenas han ido apareciendo en la escena internacional 
paulatinamente en los últimos cincuenta años, Colombia es caracterizada por contar 
con un gran número de comunidades indígenas dentro de su territorio, razón por la 
cual se ha necesitado establecer normatividad al respecto, tanto nacional como 
internacionalmente con el fin de reconocer y proteger los derechos que estas 
comunidades poseen. En el Bloque de Constitucionalidad para este caso, se 
encuentran dos normas principales, las cuales son “La Declaración de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas” y el Convenio de la OIT N° 169. 
 
En el año de 1983, las Naciones Unidas comenzaron a elaborar la Declaración de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, en el año 2007, la Asamblea General de la ONU 
adoptó dicha declaración el 13 de septiembre, 143 estados votaron a favor, 4 votaron 
en contra y 14 se abstuvieron de votar, entre estos Colombia al ser el único país de 
América Latina en abstenerse. Dicha declaración aunque no tiene fuerza vinculante 
para Colombia, es el pilar internacional de los derechos fundamentales de las 
comunidades indígenas, siendo una gran referencia y un avance en dicha área. 
 
“La Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas representa un gran 
avance en la lucha internacional por los derechos indígenas y señala una 
intención de no aceptar más las injusticias cometidas contra pueblos 
indígenas. La declaración no es jurídicamente vinculante de la manera en que 
lo son los convenios de derechos humanos, y por tanto, los Estados no están 
obligados a informar sobre su cumplimiento. Pero esto mismo ocurre con la 
Declaración de Derechos Humanos de Naciones Unidas y a nadie se le 
ocurriría dudar de la importancia de esta declaración como modelo para todos 
los tratados jurídicamente vinculantes de derechos humanos que la han 
seguido. De la misma manera, la Declaración de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas será el punto de referencia obligado para la interpretación de los 
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derechos de pueblos indígenas tanto en los derechos nacionales como en el 
derecho internacional. La declaración incluye tanto derechos civiles y políticos 
como económicos, sociales y culturales.” (Olsen, 2008) 
 
 
Para el caso en concreto, es fundamental resaltar aquellos derechos relacionados 
con la jurisdicción indígena y la autodeterminación de estos pueblos, como por 
ejemplo:  
 
“El artículo 3 reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la libre 
determinación. Quizás este reconocimiento sea el mayor avance de la 
declaración. En virtud de este derecho los pueblos indígenas determinan 
libremente su condición política y sus propias prioridades para su desarrollo, 
tienen el derecho a la autonomía y el autogobierno en asuntos internos.  
El artículo 19 declara que los Estados tienen la obligación de consultar y 
cooperar de buena fe con los pueblos indígenas, a través de sus instituciones 
representativas, con el fin de obtener su consentimiento libre, previo e 
informado en todos los asuntos.” (Olsen, 2008) 
 
Por otro lado se encuentra el convenio internacional más representativo para 
Colombia, el cual es el convenio N°169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. Esta herramienta 
internacional fue ratificada por Colombia mediante la ley 21 de 1991. El mismo 
convenio estipula lo siguiente: 
 
“El Convenio núm. 169 representa, sin dudas, el instrumento jurídico 
internacional vinculante más completo que, en materia de protección a los 
pueblos indígenas y tribales, se haya adoptado hasta la fecha, y su adopción 
constituye un hito trascendental en la normativa internacional pertinente… Al 
ratificar un convenio de la OIT, un Estado miembro se compromete a adecuar 
la legislación nacional y a desarrollar las acciones pertinentes de acuerdo a las 
disposiciones contenidas en el Convenio. Asimismo, se compromete a 
informar periódicamente a los órganos de control de la OIT sobre la aplicación 
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en la práctica y en la legislación de las disposiciones del Convenio y a 
responder a las preguntas, observaciones o sugerencias de esos órganos de 
control. (Organización Internacional del Trabajo, 2007) 
 
En dicho instrumento se estableció el deber para Colombia de consultar las medidas 
legislativas y administrativas que eviten afectar a los pueblos indígenas, 
estableciendo procedimientos adecuados que garanticen el goce efectivo de los 
derechos de estos pueblos, con el fin de lograr acuerdos entre el gobierno y las 
comunidades indígenas acerca de las medidas propuestas para el desarrollo de su 
cultura y el respeto de los derechos fundamentales y prohibiendo su limitación aún 
durante los estados de excepción. En síntesis este convenio internacional se basa en 
la autodeterminación de los pueblos indígenas y en la obligación por parte del estado 
de reconocer y garantizar esto.  
 
De igual forma, se resaltan las normas constitucionales de jerarquía nacional que se 
encuentran en la constitución política de 1991 y que hacen referencia a las 
comunidades indígenas, en esta han quedado reconocidos en varios artículos una 
serie de derechos de las comunidades indígenas como por ejemplo: 
 
“El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 
Colombiana (artículo 7) y es obligación del Estado proteger las riquezas 
culturales (artículo 8). 
Las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son también oficiales en sus 
territorios, y en las comunidades con tradición lingüística propia la educación 
será bilingüe. (Artículo 10).  Su formación deberá respetar y desarrollar su 
identidad cultural (artículo 68). 
Las tierras comunales de grupos étnicos y las tierras de resguardo son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables (artículo 63). 
Se reconoce que los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza 
arqueológica tienen derechos especiales sobre esos patrimonios culturales, 
que deben ser reglamentados por ley (artículo 72). 
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Establece que las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer 
funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con 
sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y leyes (artículo 246).” (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. 1993) 
 
Sin duda alguna el último artículo mencionado, el cual hace referencia a la 
jurisdicción especial indígena, es uno de los pilares fundamentales que muestra la 
autonomía reconocida por el Estado colombiano a las comunidades indígenas, pero 
que a su vez lo limita desde un punto de vista legislativo y positivo al condicionar sus 
costumbres o prácticas para que vayan de la mano con el texto constitucional, lo cual 
es totalmente comprensible dentro de un Estado social de derecho como lo es 
Colombia, pero por otro lado se podrá observar en el próximo capítulo, que la 
jurisprudencia es usualmente voluble y no aplica el texto positivo al pie de la letra, 
pues se debe tener en cuenta cada caso en concreto, tal como hace la Corte 
Constitucional en la sentencia T-921 de 2013.  
 
4. PONDERACIÓN ENTRE EL DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN DE LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS Y LOS DERECHOS DE LOS MENORES. 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 establece a lo largo y ancho de su 
articulado los derechos fundamentales que se reconocen en el país, además de esto 
se encuentra de igual forma con el denominado bloque de constitucionalidad el cual 
ya se ha venido desarrollando a lo largo del texto, en el caso de los derechos 
fundamentales se podría decir que: 
 
“Los derechos fundamentales son derechos humanos positivizados en un 
ordenamiento jurídico concreto. Es decir, son los derechos humanos 
concretados espacial y temporalmente en un Estado concreto. 
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Son derechos ligados a la dignidad de la persona dentro del Estado y de la 
sociedad. Cabe destacar que a los derechos fundamentales no los crea el 
poder político, se impone al Estado la obligación de respetarlos.” (Montaner, 
2015) 
 
Hacer referencia a la ponderación de derechos, es hablar de la prevalencia y 
superioridad de un derecho a la hora de un conflicto frente dos o más de ellos, en los 
cuales la autoridad judicial debe elegir cual predomina sobre los demás, teniendo en 
cuenta la situación en concreto y los detalles que rodean el caso.  
En la Sentencia T-921 de 2013 la Corte Constitucional lo que realizó a profundidad 
fue otorgarle la competencia para manejar el caso a la jurisdicción indígena y en 
ningún momento como se habrá podido pensar, le restó importancia a los derechos 
de los menores frente a dicha jurisdicción. Lo que se pretende con esta discusión es 
dar a entender es que no es el hecho de que prevalezcan los derechos de estas 
comunidades frente a los derechos de los niños y unos sean más importantes que 
otros, por el contrario el centro del debate la Corte Constitucional lo resume de la 
siguiente manera: 
 
“El interés superior del menor es el imperativo que obliga a todas las personas 
a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos 
humanos. Como ya se reconoció previamente, el interés superior en el caso 
de que el menor sea indígena reviste unas características especiales, pues en 
este asunto, “la labor del juez no se limita a evaluar, desde la perspectiva 
“occidental”, la situación del menor indígena”, sino que debe implicar “el 
indeclinable interés por asegurar su integridad, su salud, su supervivencia, 
bajo el entendido de que el menor indígena es guardián de saberes 
ancestrales y de valores culturales cuya protección persiguió con ahínco el 
constituyente de 1991(…) Específicamente, en materia de derechos sexuales, 
esta Corporación ha señalado que las decisiones del juez constitucional 
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relacionadas con la integridad sexual de los menores no pueden excluir la 
consideración sobre la diversidad.” (Sentencia T-921/2013) 
“Esto significa que, si bien las decisiones del juez constitucional relacionadas 
con la integridad sexual de los menores son expresión de la lucha que libra el 
Estado desde la administración de justicia para salvaguardar la integridad, la 
salud y la supervivencia del menor, cuando se trata de menores indígenas 
esta lucha no puede librarse en términos que excluyan la diversidad. En otras 
palabras, el juez constitucional no puede perder de vista el hecho de que el 
menor indígena es, en sí, gestor de su propia cultura, por lo que la protección 
de sus derechos constituye al mismo tiempo una valiosa oportunidad para 
perpetuar saberes y costumbres ancestrales fundamentales para la 
conservación de la diversidad y la promoción del respeto por la diferencia” 
(Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T-002/2012) 
 
Así pues queda claramente estipulado que para la Corte Constitucional los derechos 
de los menores son superiores e imperativos en el contexto jurídico y social, que de 
igual forma el Estado debe velar por su adecuado cumplimiento y respeto, 
concluyendo la Corte Constitucional que el hecho de trasladar el caso a la 
jurisdicción indígena en ningún momento es una muestra de inferioridad de los 
derechos de los menores, pues dicha jurisdicción está en capacidad y obligación de 
velar por la protección y respeto de los mismos. 
Si por un momento se pretendiera cambiar las circunstancias del caso en concreto 
como por ejemplo que el señor César no conviviera en el resguardo indígena o que 
además no tuviera ninguna relación de noviazgo con la niña Catalina, escasamente 
fueran conocidos, sin duda alguna serían situaciones que le darían un vuelco total al 
caso, puesto que se alterarían elementos del fuero indígena, lo cual llevaría a la 
jurisdicción ordinaria a ser la más competente para llevar el caso y muy seguramente 
César terminaría en una cárcel colombiana por el delito que se le imputa. Pero es ahí 
donde se quiere ubicar al lector, a no observar la situación de una manera aislada, 
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sino que por el contrario, observar que todos y cada uno de los detalles presentes en 
el caso conllevan a un resultado acorde con la situación. 
 
“Teniendo como punto de partida el carácter relacional del interés superior del 
menor, es claro que la prevalencia de sus derechos no debe entenderse como 
un mandato abstracto de aplicación mecánica, sino que debe examinarse en 
el marco de las circunstancias específicas de cada caso. Es por eso que esta 
Corte ha precisado que los jueces de tutela que conocen de casos que 
involucran a menores de edad deben orientar sus decisiones hacia la 
materialización plena del interés superior de cada niño individualmente 
considerado, atendiendo especialmente (i) los criterios jurídicos relevantes del 
caso concreto y (ii) ponderando cuidadosamente las circunstancias fácticas 
que lo rodean. Eso explica que las posibles vulneraciones a la integridad 
sexual de menores indígenas al interior de sus comunidades hayan sido objeto 
de un desarrollo jurisprudencial específico.” (Corte Constitucional Colombiana, 
Sentencia T-002/2012) 
 
Es una tarea complicada el deber de interpretar las leyes, los derechos, las 
declaraciones o los convenios internacionales y más aún cuando de dicha 
interpretación depende el reconocimiento y garantía de los derechos fundamentales 
de un ser humano. Lo cual no deja de ser una motivación para continuar en la 
búsqueda de un equilibrio y alcanzar una sociedad más justa, eficaz y respetuosa de 
los derechos fundamentales.  
 
CONCLUSIÓN 
 
Los derechos fundamentales en Colombia son reconocidos y aplicados bajo los 
conceptos establecidos en la constitución política y bajo los diferentes convenios y 
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tratados que tienen fuerza vinculante para el país, debido a su ratificación por el 
gobierno Colombiano.  
La interpretación que hacen los jueces está directamente relacionada no solamente 
con el derecho positivo sino también con la realidad jurídica de cada caso en 
particular, puesto que para lograr la aplicación de las leyes y tratados de una manera 
correcta se requiere examinar uno a uno los elementos que constituyen una situación 
en concreto. 
Sobre la sentencia T-921 de 2013 y el dilema jurídico planteado entre un choque de 
jurisdicciones que a su vez generó el choque entre los derechos de los menores y los 
derechos de las comunidades indígenas, es pertinente concluir que según la Corte 
Constitucional estos derechos de los niños tienen especial protección y son de un 
carácter máximo e imperativo, pero que para el caso en concreto, se haya frente a un 
menor indígena, cuya situación no pone en enfrentamiento uno y otro derecho, sino 
que por el contrario se debe intentar una armonía, pues dichas comunidades están 
en todo el derecho y la capacidad de proteger a sus propios miembros, incluso si son 
menores de edad. Para finalizar se cita este fragmento de sentencia el cual ilustra la 
conclusión. 
 
“Ahora bien, el juez constitucional también tuvo oportunidad de aclarar que en 
situaciones en las que se está frente a un caso que reviste especial gravedad 
para el derecho mayoritario, no puede por este solo hecho descartar la 
posibilidad de que el conflicto se resuelva ante la jurisdicción especial, toda 
vez que ello derivaría en una imposición de valores de la cultura mayoritaria, 
en desconocimiento de los principios de pluralismo y diversidad cultural. En 
estos casos, más que la gravedad de la conducta, es importante que se haga 
justicia en el caso concreto, por lo que debe evaluarse con mayor rigor el 
factor institucional, pues de este depende la vigencia de los derechos de la 
víctima.” (Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T-196/2015) 
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